HABEAS CORPUS/ La relación de este instrumento es exclusiva con la afectación a la libertad  de las personas /Su presupuesto de procedencia se configura cuando hay privación de libertad con violación de las garantías constitucionales y legales/ No es procedente para suplir los procedimientos establecidos en el proceso penal o sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales se deben formular las peticiones de libertad/No concede. 
Sea pertinente manifestar que la presente acción de Habeas Corpus se encuentra establecida en relación exclusiva con la afectación a la libertad  de las personas, y cuyo presupuesto de procedencia se configura cuando son privadas de la libertad con violación de las garantías constitucionales y legales, aunado a ello la reserva legal y judicial que tienen las autoridades judiciales para autorizar la privación de la libertad en armonía con lo dispuesto en los artículos 28 y 30 de la Constitución Nacional. Es decir disponer la privación de la libertad implica el cumplimento de los requisitos previamente establecidos en el ordenamiento jurídico y en cumplimiento de orden judicial proferida por autoridad competente

De otra parte tal como se señaló en el marco Jurisprudencial citado, el habeas corpus no es procedente para suplir los procedimientos establecidos en el proceso penal o sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales se deben formular las peticiones de libertad, y en ese sentido todas las solicitudes relacionadas con la libertad se deben surtir dentro del proceso penal y ante el funcionario de conocimiento, pues como se enuncia la acción de habeas corpus no está llamada a desplazar el trámite ordinario del proceso penal. En efecto el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, debe acudir en principio a los medios previstos en el ordenamiento legal y dentro de la causa que se adelanta en su contra

Mal podría el Juez en función Constitucional inmiscuirse en actuaciones que no correspondan exclusivamente a la protección de derechos fundamentales ante la privación ilegal de la libertad o su indebida prolongación. Corresponde al Juez natural del caso resolver los asuntos concernientes a libertad.
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Actor:               JHON JARVI REALPE CERÓN

Acción:             HABEAS CORPUS
Demandado:   INPEC

Procede el Despacho a resolver la acción pública de HABEAS CORPUS impetrada por el señor Jhon Jarvi Realpe Cerón, en su condición de condenado y recluido en las instalaciones del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, San Isidro. Señala vulneradas sus garantías constitucionales por no conocer el Juzgado de Ejecución de Penas que vigila el cumplimiento de su condena, imposibilitando realizar las solicitudes de libertad por cumplimiento de los requisitos para acceder a los mecanismos sustitutos de cumplimiento de la pena condenatoria.

I.-
ANTECEDENTES.
1.1.- Como supuestos fácticos expone los siguientes:

Dice que se encuentra condenado por el punible de “fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones” por el Juez Segundo Penal del Circuito de Cali – Valle, a 94 meses y 15 días de prisión. 
Alude que invoca la presente acción por considerar ilegítima la condena impuesta, pues se allanó a los cargos, conforme al artículo 351 del C de P P. Circunstancia  que se ha sido omitida de manera arbitraria, impidiendo acogerse a las garantías por colaboración con la justicia, entre las que están: La libertad domiciliaria con el sistema de vigilancia electrónica.
Afirma que son procedentes las causales para que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ordene la utilización del sistema de vigilancia electrónico como pena sustitutiva a su favor. 
Indica que la omisión que se presenta por la autoridad judicial es que hasta la fecha no tiene conocimiento cuál Juez de Ejecución de Penas vigila el cumplimiento de su condena Radicado No. 76001600194201127576, lo que considera una actuación arbitraria contra sus garantías constitucionales y legales.

Advierte que tal desconocimiento impiden elevar peticiones al Juez que controla la ejecución de su pena, la que es menor de ocho años y poder pedir el subrogado penal del artículo 38ª del C.P y artículo 447 del C.P.P. Por tanto acude a la acción de Habeas Corpus para saber en qué Despacho de Ejecución de Penas cursa su proceso.
II.
CONSIDERACIONES.
De conformidad con el numeral 2 del Artículo 3  inciso final del Artículo 4 de la Ley 1095 de 2006 y con fundamento en la información y material probatorio suministrados, se procede a resolver en Derecho la presente acción instaurada por el actor  

2.1.- Marco legal y jurisprudencial.

La Constitución Política consagra la acción pública de Habeas Corpus, indicando que tiene por objeto garantizar la libertad personal cuando alguien es capturado con violación de las garantías constitucionales o legales, o se prolongue ilícitamente su libertad:

“ARTICULO 30. Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas”.
La Ley Estatutaria 1095 de 2006, expidió la reglamentación de la trascrita norma, disponiendo:

“Artículo 1°. Definición. El Habeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente.

Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine.

El Habeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de   Excepción.”

Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-187 de 2006, precisó:

“El texto que se examina [artículo 2º] prevé que el habeas corpus procede como medio para proteger la libertad personal en dos eventos: 

1. Cuando la persona es privada de libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, y

2. Cuando la privación de la libertad se prolonga ilegalmente. 

Se trata de hipótesis amplias y genéricas que hacen posible la protección del derecho a la libertad personal frente a una variedad impredecible de hechos. 
La lectura conjunta de los artículos 28 y 30 de la Carta Política, pone de manifiesto la reserva legal y judicial para autorizar la privación de la libertad de la persona, más aún si se considera que ésta constituye un presupuesto para el ejercicio de otras libertades y derechos. 

Como hipótesis en las cuales la persona es privada de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, se pueden citarlos casos en los cuales una autoridad priva de la libertad a una persona en lugar diferente al sitio destinado de manera oficial para la detención de personas, o lo hace sin mandamiento escrito de autoridad judicial competente, o lo realiza sin el cumplimiento de las formalidades previstas en la ley, o por un motivo que no esté definido en ésta. 

También se presenta la hipótesis de que sea la propia autoridad judicial, la que al disponer sobre la privación de la libertad de una persona, lo haga sin las formalidades legales o por un motivo no definido en la ley. 

Ahora bien, claro resulta que la acción constitucional de HABEAS CORPUS no puede intentarse como vía alterna para impugnar una decisión jurisdiccional, ni para suplir los canales ordinarios del Juez de conocimiento.
“Si bien la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal ha reiterado que el habeas corpus no necesariamente es residual y subsidiario, cuando existe un proceso judicial en trámite –aún en su fase de ejecución- no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades: (i) sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; (ii) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación establecidos como mecanismos legales idóneos para impugnar las decisiones que interfieren el derecho a la libertad personal; (iii) desplazar al funcionario judicial competente; y (iv) obtener una opinión diversa –a manera de instancia adicional- de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de las personas
.

Por lo tanto, todas las peticiones que tengan relación con la libertad del procesado deben elevarse al interior del proceso penal, no a través del mecanismo constitucional de habeas corpus, pues, se reitera, esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario, en cualquiera de sus fases”
Ello es así, excepto si como lo reiteró la Corte en el auto de junio 26 de 2008, la decisión judicial que interfiere en el derecho a la libertad personal puede catalogarse como una vía de hecho o se vislumbra la prosperidad de alguna de las otras causales genéricas que hacen viable la acción de tutela; hipótesis en las cuales, “aún cuando se encuentre en curso un proceso judicial, el habeas corpus podrá interponerse en garantía inmediata del derecho fundamental a la libertad, cuando sea razonable advertir el advenimiento de un mal mayor o de un perjuicio irremediable, en caso de esperar la respuesta a la solicitud de libertad elevada ante el mismo funcionario judicial, o si tal menoscabo puede sobrevenir de supeditarse la garantía de la libertad a que antes se resuelvan los recursos ordinarios”
.

La Honorable Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación, refiere
:

“…De otra parte, se hace imperioso reiterar que una vez dirigida la acción constitucional a proteger a la persona de la privación ilegal de la libertad o de su indebida prolongación, al juez constitucional, en el examen puesto a su consideración, le está vedado incursionar en terrenos extraños a este específico tema, so pena de invadir órbitas que son propias de la competencia del juez natural al que la ley le ha asignado su conocimiento, pues de lo contrario desbordaría la naturaleza de su función constitucional destinada a la protección de los derechos fundamentales. 

En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias del juez que conoce de la causa. …”(Subrayamos).

2.2.- De los informes presentados en el trámite Constitucional.

2.2.1- El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Popayán.

Indican que revisada la base de datos de los Juzgados de Ejecución de Penas, no se encontró proceso alguno que curse en contra del señor Jhon Jarvi Realpe Cerón.

2.2.2.- El Centro de Servicios Judiciales Juzgados Penales Cali-Valle
Dice que el actor se encuentra vinculado como investigado en el proceso 760001-60-00-194-2011-27576. El Juzgado Veinticinco Penal Municipal con función de control de garantías, en audiencia de 25 de noviembre de 2011 legalizó la solicitud de audiencia de formulación de cargos que le imputó la Fiscalía 118 Seccional, imponiéndole medida de aseguramiento privativa de la libertad de detención preventiva en su lugar de domicilio.
Refiere que la investigación fue adjudicada al Juzgado Once Penal del Circuito de Cali para el trámite previsto en el artículo 447 de la Ley 906 de 2004, en la medida que el actor aceptó los cargos formulados. En curso tal procedimiento, el accionante fue vinculado el 11 de abril de 2012 como presunto autor del delito de homicidio en grado tentado en concurso con las conductas de  hurto calificado y agravado y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, Radicación: 76001-60-00-193-2012-10398, en el que el Juzgado Veintinueve Penal Municipal de Cali le impuso medida de aseguramiento en modalidad carcelaria.
En audiencia de 26 de marzo de 2014 el Juzgado Once Penal, lo condenó como autor del delito imputado y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la sustitución de la prisión domiciliaria revocando la medida de detención que se había emitido en el proceso.

El Centro de Servicios Judiciales el 7 de noviembre de 2014, inició los trámites administrativos tendientes a dar cumplimiento y ejecución a las órdenes impartidas en la sentencia condenatoria

Aduce que frente a la condena que el accionante considera arbitraria por negársele los beneficios por colaboración con la justicia, no entra a dar detalles, tema que corresponde al Juez de conocimiento. En la audiencia de lectura de fallo no se interpuso por los sujetos procesales recurso.

En Acta No. 00358  de 25 de noviembre de 2011 del Juzgado Veinticinco Penal Municipal con funciones de Control de Garantías se informa de la captura en flagrancia, de la legalización de la misma y de la imposición de medida de aseguramiento en el lugar de residencia por el delito de Fabricación, Tráfico, o Tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones. 
Mediante oficio de 15 de diciembre de 2014, el Juez Coordinador del Centro de Servicios Judiciales le informa a la Directora del Centro Carcelario y Penitenciario de Villahermosa sobre la condena impuesta por el Juzgado Once Penal a 94 meses y 15 días, de la negativa del subrogado, de la suspensión condicional y del beneficio de la sustitución de la pena intramural por la domiciliaria. Advirtiendo que al procesado dentro del radicado 76.001.6000.193.2011.27576 se le impuso medida de aseguramiento domiciliaria, encontrándose en prisión intramural por otro proceso, por lo que deberá permanecer en ese centro carcelario hasta que resuelva su situación jurídica, y dice que el procesado queda a órdenes de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.
Mediante Acta de 26 de marzo de 2014 de la Audiencia de Individualización de pena y sentencia, se emitió sentencia de allanamiento de cargos por ser legal, se le declaró culpable y se le impuso la condena referida; se negó el subrogado de la suspensión condicional de la pena, la prisión domiciliaria y se revocó la medida de detención domiciliaria que le fuera otorgada con anterioridad. Sentencia sobre la cual no se presentó recurso alguno.
2.2.3. El Juzgado Once Penal Municipal con funciones de Control de Garantías

Dice que le correspondió el trámite del proceso con el radicado 76.001.6000.193.2011.27576, en contra del accionante por la conducta punible de Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, asunto que llegó con diligencia de allanamiento a cargos para trámite de individualización de pena y sentencia.
Se llevó a cabo la audiencia de individualización y se dictó sentencia condenatoria al encontrar legal el allanamiento y se le impuso pena principal de 94 meses y 15 días, no concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, tampoco la domiciliaria por no ser procedentes y revocó la medida de detención domiciliaria y dispuso el encarcelamiento. Actuación que no fue objeto de recurso.

Afirma que se dosificó la pena de acuerdo con los presupuestos legales que cita, siendo la pena resultado lógico y coherente de la manifestación de aceptación de cargos de cargos que hiciera en forma voluntaria, por lo que no es procedente cuestionar la pena a través del mecanismo extraordinario de habeas corpus.

Informa que mediante oficio No. 2026 de 6 de noviembre de 2014 se remitió la carpeta al Centro de Servicios Judiciales para los Juzgados Penales de la ciudad de Cali.

2.4.- El caso concreto.

Fundamenta el señor Jhon Jarvi Realpe Cerón, la presentación de la presente acción Constitucional en el desconocimiento que tiene del Juzgado de Ejecución de Penas que vigila el cumplimento de la pena impuesta a 94 meses y 15 días que por el delito de “fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones” le impuso el Juez Once Penal del Circuito de Cali – Valle. Circunstancia que le ha imposibilitado conocer los beneficios administrativos a que tiene derecho por su colaboración con la justicia al haberse allanado a los cargos conforme al artículo 351 del Código de Procedimiento Penal, pues considera arbitraria la pena impuesta.
Al igual ha impedido el disfrute de sus garantías Constitucionales y legales al no contar con la oportunidad de elevar peticiones al Juez de Ejecución de Penas, atinentes a los beneficios para obtener los mecanismos sustitutos de la privación de la  libertad, a los que creé tiene derecho.
Causales para la procedencia del Habeas Corpus
La Corte Constitucional en la sentencia C-187 de 2006, precisó los eventos en que procede el Habeas Corpus como mecanismo para proteger la libertad individual,  y de ellos pregonó su carácter genérico, dadas las diferentes consideraciones fácticas en que se encuentre el peticionario frente a su derecho fundamental a la libertad, y mencionó los siguientes. 
1. Cuando la persona es privada de libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, y

2. Cuando la privación de la libertad se prolonga ilegalmente. 

Discute en el sub judice el actor la violación de sus garantías Constitucionales y legales a libertad personal al  no conocer el Juez de Ejecución de Penas que en el momento se encuentra vigilando el cumplimiento de su condena. En  consecuencia fundamenta tal violación, en el hecho de no haber podido solicitar los beneficios administrativos a que tiene derecho, más cuando se allanó a los cargos del delito que se le imputó
Presupuesto fáctico sobre el cual erige la conculcación de sus derechos fundamentales e invoca la presente acción pública como mecanismo idóneo para su protección. 

Sea pertinente manifestar que la presente acción de Habeas Corpus se encuentra establecida en relación exclusiva con la afectación a la libertad  de las personas, y cuyo presupuesto de procedencia se configura cuando son privadas de la libertad con violación de las garantías constitucionales y legales, aunado a ello la reserva legal y judicial que tienen las autoridades judiciales para autorizar la privación de la libertad en armonía con lo dispuesto en los artículos 28 y 30 de la Constitución Nacional. Es decir disponer la privación de la libertad implica el cumplimento de los requisitos previamente establecidos en el ordenamiento jurídico y en cumplimiento de orden judicial proferida por autoridad competente
De otra parte tal como se señaló en el marco Jurisprudencial citado, el habeas corpus no es procedente para suplir los procedimientos establecidos en el proceso penal o sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales se deben formular las peticiones de libertad, y en ese sentido todas las solicitudes relacionadas con la libertad se deben surtir dentro del proceso penal y ante el funcionario de conocimiento, pues como se enuncia la acción de habeas corpus no está llamada a desplazar el trámite ordinario del proceso penal. En efecto el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, debe acudir en principio a los medios previstos en el ordenamiento legal y dentro de la causa que se adelanta en su contra
Mal podría el Juez en función Constitucional inmiscuirse en actuaciones que no correspondan exclusivamente a la protección de derechos fundamentales ante la privación ilegal de la libertad o su indebida prolongación. Corresponde al Juez natural del caso resolver los asuntos concernientes a libertad.
Obra en el expediente a folio 18 respuestas del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Popayán, en la que indican que no obra proceso alguno a nombre del actor que hubiere sido asignado a su especialidad.    
De los demás documentos obrantes al proceso se evidencia que al solicitante se le revocó el beneficio de libertad domiciliaria, por encontrarse vinculado además  a otro proceso y se ordenó la reclusión en establecimiento carcelario de la ciudad de Cali, fls 26-32, quedando a órdenes de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa ciudad                                                                       

De las normas citadas y los supuestos fácticos del sub examine, el Despacho concluye que la acción invocada por el Señor no es procedente en consideración a la no existencia de afectación de la libertad del ciudadano, en tanto el actor solicita le sea indicado el Juzgado de Ejecución de Penas que conoce del cumplimiento de su condena, para así solicitar los beneficios administrativos a que  tiene derecho. Debió la defensa del procesado, conociendo cuál fue el Juez de conocimiento, indicarle el Juzgado de Ejecución que vigilaría su condena, pues fue puesto a disposición de éste. (fl 26) 
Así las cosas, existe un mecanismo al interior del proceso seguido en contra del señor Realpe Cerón, donde deberá debatir los elementos que considera oportunos para solicitar la redención de la pena o la libertad condicional. Situación que corresponde decidir al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, al tenor de lo dispuesto expresamente en el numeral 4° del artículo 51 del Código Penitenciario y Carcelario. Ahora bien puede realizar los trámites al interior de los Juzgados respectivo, máxime cuando tiene un proceso que hizo conocer en esta acción y otro que está pendiente de solución y que omitió mencionar
De lo anteriormente expuesto, es claro que frente a lo solicitado a través de esta vía constitucional, el Hábeas Corpus no puede prosperar por no ser el medio idóneo para definir lo peticionado.

Por lo anterior, se   

RESUELVE:

PRIMERO: Negar la acción pública de Habeas Corpus propuesta por el señor Jhon Jarvi Realpe Cerón, actualmente interno en el Establecimiento Carcelario y Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, San Isidro.

SEGUNDO: Dado que el actor se encuentra recluido en el Establecimiento Carcelario y Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, San Isidro, se surtirá la notificación personal de la presente decisión a través de la Dirección de ese Establecimiento Carcelario. 

TERCERO: Esta decisión podrá ser impugnada ante el inmediato superior jerárquico conforme lo indica el artículo 7 de la ley 1095 de 2006. 

TERCERO: Notifíquese la presente a las partes. 

Se suscribe la providencia a las 5:00 p.m. del día de hoy 20 de enero de 2015.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

El Magistrado,

DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO



�Ver, entre otros, proveídos de habeas corpus del 26 de junio y 25 de agosto de 2008, Radicados Nos. 30.066 y 30438, respectivamente.





�Ibidem.





� Proceso 39744 del 23 de agosto de 2012. MP: José Luis Barceló Camacho.


� Fl 18
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